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                                                     Introducción 
 
El siguiente trabajo, pretende realizar un análisis crítico respecto de las cláusulas 
resolutorias que contempla actualmente el sistema civil chileno, el que está orientado y se 
estructura sobre la base de dos grandes temas: la condición resolutoria tácita y el pacto 
comisorio calificado.  
La marcada inspiración francesa que orienta nuestro código civil permite entender que una 
institución tan importante, uno de los elementos principales dentro de la fuente de las 
obligaciones, como lo es el contrato se hace para cumplirse y no para resolverse. La idea 
anterior constituiría el ideal en un plano en que las obligaciones se miran como recíprocas y 
ambas partes cumplen con lo que han pactado en virtud de la autonomía de la voluntad, 
más esto no deja de ser una utopía cuando lo llevamos a la práctica, muchas veces la 
obligación se incumple total o parcialmente, o se produce un retardo en el cumplimiento de 
la obligación creando un desequilibrio económico para el acreedor. 
Con la idea de mejorar y  dar soluciones más rápidas y efectivas al acreedor diligente, se 
analizará la posibilidad de admitir en el sistema legal chileno la terminación unilateral del 
contrato por parte del acreedor sin una cláusula expresa pactada por las partes. 
Lo que nos ofrece hoy el ordenamiento jurídico desde la perspectiva del acreedor, es optar 
en los contratos bilaterales por exigir el cumplimiento forzado de la obligación o la 
resolución del contrato y cualquiera de las dos opciones con indemnización de perjuicios, 
en virtud de la condición resolutoria tácita que va envuelta en todo contrato bilateral sin 
necesidad de que las partes lo expresen. En el caso que las partes hayan estipulado una 
cláusula de resolución ipso facto, ya analizaremos las excepciones, se resolverá de pleno 
derecho, sin necesidad de intentar ninguna acción judicial frente al tribunal competente. 
Será el juez quien deberá verificar si las condiciones objetivas se cumplen para poner fin al 
contrato: la gravedad del incumplimiento, la notificación al deudor de la decisión de poner 
término al contrato, ya que de otra forma podría considerarse un abuso en contra del 
deudor,  y el otorgamiento de un plazo para que ésta ruptura no signifique un daño 
injustificado para el mismo. 
En consecuencia lo que se propone es estudiar la posibilidad que tendría el acreedor de 
disolver el vínculo contractual  de forma unilateral, privada y extrajudicialmente, y poder 
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especificar si ésta posibilidad constituye una violación al principio del derecho pacta 
suntservanda; o por el contrario, constituye la máxima expresión de los principios regentes 
del derecho civil: la autonomía de la voluntad y la buena fe contractual. 
Sumado a lo anterior, se pretende dilucidar si debe necesariamente verificarse la 
intervención estatal para que la resolución produzca sus efectos y de ser así, definir las 
innumerables consecuencias positivas para el acreedor que puede tener en nuestro sistema 
legal la admisión de la ruptura unilateral además de las que podemos observar desde el 
punto de vista del análisis económico del derecho. 
En determinadas circunstancias puede generar efectos adversos para el acreedor afectado 
del incumplimiento la necesidad de ejercer su acción ante el tribunal respectivo por lo 
tanto, puede ser muy útil admitir “la ruptura unilateral del contrato” en favor del acreedor. 
 Es necesario entonces plantear la posibilidad de poner término al contrato en forma 
extrajudicial sin existir una cláusula resolutoria unilateral pactada por las partes. El poder de 
resolución unilateral no significa la exclusión total por parte del juez en el análisis posterior 
que puede hacer sobre la legitimidad de la ruptura unilateral del acreedor, si éste operó de 
buena fe y sin ser abusivo y si cumplió con las condiciones objetivas que lo facultan para 
poner término a dicho contrato. 
A partir de la discusión dogmática que presenta el tema, su relevancia radica en que nos 
permite abrir el diálogo sobre la posible admisibilidad de la ruptura unilateral del contrato 
permitiendo privilegiar el interés del acreedor descartando cualquier preeminencia de otras 
sanciones al incumplimiento así como también el carácter necesariamente judicial que tiene 
la resolución, evitando las externalidades negativas que genera para el acreedor entablar la 
acción ante el tribunal, sean éstas por el retardo en que se verificará la sentencia o por los 
recursos que debe destinar para que el tribunal se pronuncie respecto a la solicitud. 
 Cuando nos referimos a terminación y resolución contractual hablamos del mismo 
fenómeno producido por ambos conceptos, esto es, la cesación de los efectos del acto de 
disposición de intereses expresado mediante el vínculo jurídico, constituyendo éste último 
uno de los remedios más comunes al incumplimiento contractual. La diferencia radica en 
que la terminación sólo produce sus efectos hacia el futuro, en cambio la resolución lo hace 
de forma retroactiva, podemos concluir entonces que la terminación tiene efectos desde la 
ejecutoria de la sentencia judicial y la resolución desde la fecha de celebración del contrato. 
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El derecho opcional que nace para el acreedor frente a un incumplimiento no es puramente 
potestativo, porque una cosa es demandar y accionar la resolución contractual y otra cosa 
muy distinta es que realmente ocurra. Será el juez el encargado de verificar si se presentaron 
las  condiciones objetivas de incumplimiento y qué impacto económico tuvo en la figura 
del acreedor el rompimiento de la estabilidad del vínculo contractual que detentaban. 
Nuestro código civil no emplea expresamente la palabra “judicial” para referirse a la 
resolución pero para que ésta produzca los efectos es necesario que el juez la declare. 
Si bien el código no emplea expresamente la palabra judicial, la doctrina y la jurisprudencia 
concuerdan en que el término “pedir” que utiliza el cuerpo legal no puede sino estar 
referida a la figura del juez, pues ¿a quién más que él puede dirigirse el acreedor con el 
propósito de hacer valer su derecho?  
El caso de que el acreedor decida la ejecución forzada de la obligación, no presenta mayor 
discusión el carácter judicial que debe tener ésta petición, ya que no resulta aceptable que se 
admita la posibilidad que lo haga de forma  extrajudicial, sin intervención estatal, puesto 
que resulta incongruente con los principios que rigen nuestro derecho que el acreedor haga 
justicia de propia mano. La segunda posibilidad, la resolución del contrato, presenta mayor 
análisis respecto a la necesidad que impone el legislador al otorgarle el carácter de judicial a 
la petición de término contractual por incumplimiento producido por la otra parte. 
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                                                            Capítulo I.  
Aspectos generales de la Teoría general del contrato como principal fuente de las 
obligaciones.  
 
Al estudiar la fuente de las obligaciones encontramos que existe consenso en que la 
enumeración que realiza el código civil en el artículo 1437 es taxativa, así lo ha señalado la 
jurisprudencia en nuestro país. Ahora bien, el referido artículo establece que son fuentes de 
las obligaciones: el contrato, el delito, el cuasidelito y la ley, siendo el primero el más 
importante desde el punto de vista de esa clasificación. 
Para analizar de mejor forma el tema planteado es necesario hacer algunas precisiones y 
recordar ciertos conceptos básicos. Como primer término a considerar, la palabra contrato, 
la ha definido nuestro código civil en el artículo 1438 “Contrato o convención es un acto por el 
cual una parte se obliga para con otra a dar, hacer o no hacer alguna cosa” no obstante la doctrina ha 
hecho una distinción entre contrato y convención. La convención es el género destinado a 
crear, modificar y extinguir obligaciones y el contrato la especie destinado a crear y 
extinguir obligaciones. 
La relevancia de estudiar la Teoría de los contratos radica en el impacto que tiene esta 
fuente de las obligaciones en la sociedad actual, toda vez que constituye la forma más 
normal y fecunda de  creación de una obligación tal como señala David Hume “la seguridad 
de la persona, la estabilidad de la propiedad y la obligación del contrato eran las bases de una sociedad 
civilizada”1, su importancia radica entonces, en que los contratos cumplen una función 
jurídica, económica y social en el que inclusive está comprometido el interés colectivo toda 
vez que, es el principal vehículo de las relaciones económicas entre las personas, fiel reflejo 
de uno de los principios fundantes  de nuestro Código Civil, esto es, la “Circulación de la 
riqueza” dado que el intercambio de bienes se produce esencialmente a través de los 
contratos.  
Respecto al Principio de la autonomía de la voluntad López Santa María señala “La doctrina 
autonomía de la voluntad sirve de telón de fondo a la mayoría de los principios fundamentales de la 
contratación. Ejemplo de lo anterior es el artículo 1545, que coloca las voluntades privadas de las partes en 
                                                          
1
Fried, Charles, La Obligación Contractual: El contrato como promesa, Santiago de Chile, Editorial 
Jurídica de Chile, 1996, Pág. 11. 
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el mismo plano que la ley”2tiene relación con la etapa de la formación del contrato, es el que 
permite que los individuos libremente intercambien bienes  y servicios. Constituye uno de 
los principios más importantes que inspiran todo el  Derecho Civil,  principio básico  y 
fundante de todos los códigos civiles, constituye un fruto del liberalismo económico desde 
el siglo XVIII.  
“El principio de la autonomía de la voluntad se formula  en el marco de la doctrina según la cual, toda 
obligación reposa esencialmente sobre la base de la voluntad de las partes. Esta es la fuente y medida de los 
derechos y obligaciones que emanan que el contrato produce”3 
Tan importante es que en el actuar de las personas en una sociedad, éstas podrán realizar 
todo lo que no se encuentre expresamente prohibido o que atente contra el orden público, 
las buenas costumbres y los derechos de terceros.   
Principio de la fuerza obligatoria del contrato contemplada en el artículo 1545 el cual señala 
“Todo contrato legalmente celebrado es una ley para los contratantes, y no puede ser invalidado sino por su 
consentimiento mutuo o por causas legales”.  
La fuerza obligatoria se expresa en el aforismo pacta suntservanda: los pactos deben 
observarse y cumplirse estrictamente. El contrato reglamente una situación jurídica 
particular que produce efectos entre las partes y constituye una ley para las mismas. “El 
respeto a esta ley creada por la voluntad de los interesados se impone a los jueces encargados de interpretarla. 
Estos últimos no pueden modificar los términos de la convención ni cambiar sus elementos, como no podrían 
cambiar el texto de la ley cuyo cumplimiento tienen por obligación asegurar”4 
Constituye uno de los cimientos más importantes del derecho contractual, sobre este 
principio descansa la opinión de quienes estiman que de la lectura del artículo 1489 y del 
1545 se debe rechazar la admisión de la resolución unilateral, además de argumentar que los 
contratos son para ejecutarse, y que la ejecución forzada debiese ser la primera solución 
preponderante ante un incumplimiento contractual. 
La fuerza obligatoria del contrato está estrechamente ligada al principio de la autonomía de 
la voluntad. La manifestación de voluntad contractual  estaría dada por la fuerza obligatoria 
                                                          
2
López Santa María, Jorge;”Los Contratos” Parte General Tomo II, Editorial Jurídica de Chile, cuarta 
edición, Santiago de Chile, 2005, Pág. 234 
3
López Santa María, Jorge;”Los Contratos” Parte General Tomo II, Editorial Jurídica de Chile, cuarta 
edición, Santiago de Chile, 2005, Pág. 233 
 
4
López Santa María, Jorge;”Los Contratos” Parte General Tomo II, Editorial Jurídica de Chile, cuarta 
edición, Santiago de Chile, 2005, Pág. 241 
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del contrato según se ha entendido históricamente, y pareciera ser que bajo ese 
razonamiento los contratos se cumplen y se ejecutan en virtud del artículo de la fuerza 
obligatoria del mismo. 
El Principio de la buena fe  Consagrado en el artículo 1546, principio que debe estar 
presente durante toda la fase contractual .La función social a la que nos referimos 
encuentra su máxima expresión en el “principio de la buena fe”, que impone el deber de 
lealtad y de actuar correctamente en una relación contractual. La buena fe contractual 
constituye el principio supremo del derecho de obligaciones, con carácter de irrenunciable, 
además conlleva la idea moral en el derecho, traducido en actuar de forma honrada y actuar 
con rectitud en todas las conductas que lleva aparejadas la formación, la ejecución y la 
terminación de un contrato. Como destaca López Santa María aludiendo a la sentencia “Los 
contratos deben ejecutarse de buena fe, sin apego a la letra rigurosa de ellos ni aun derecho estricto. No 
deben las partes asilarse a su literalidad inflexible para dar menos ni para exigir más, arbitrariamente, al 
influjo de un interés propio y mezquino; antes bien, ha de dejarse expresar al contrato ampliamente su 
contenido. Tampoco debe dejarse atender a factores extra literales que pudieron fundarse en la naturaleza 
del pacto, en la costumbre o en la ley”5 
La teoría general del contrato está estructurada y determinada  por principios morales 
básicos. “Un principio fundamental de la moral política liberal es que debemos gozar de seguridad, de 
modo que las personas y propiedades no estén expuestas a la explotación por otros, y para eso necesitamos 
tener una base segura en el mundo para expresar nuestra voluntad y expandir nuestros poderes” 6.  En la 
seguridad jurídica y la confianza que necesitamos tener en el sistema jurídico se sustenta 
esta investigación, dada las importantes funciones  que cumple el contrato que ya fueron  
señaladas, es que se hace necesario estudiar cuáles son las soluciones o remedios que 
presenta el código civil chileno frente a un eventual incumplimiento contractual, analizar su 
eficacia en la práctica y determinar si es admisible permitir otros remedios utilizados en 
otros países, que a simple vista presenta mayores ventajas en cuanto a reducir las 
externalidades negativas que produce para el acreedor tener que optar por las alternativas 
que hoy nos ofrece el ordenamiento jurídico, pero que por otro lado, a primera vista, su 
admisibilidad podría ser un abuso del derecho por parte del acreedor. 
 
                                                          
5
López Santa María, Jorge;”Los Contratos” Parte General Tomo II, Editorial Jurídica de Chile, cuarta 
edición, Santiago de Chile, 2005, Pág. 
6
Fried, Charles; “La Obligación Contractual: El contrato como promesa”, Santiago de Chile, Editorial 
Jurídica de Chile, 1996, Pág. 19 
10 
 
                                                        Capítulo II.  
                         Cumplimiento e Incumplimiento de las obligaciones. 
 
El cumplimiento constituye uno de los efectos de las obligaciones, en términos simples, es 
la ejecución efectiva de la prestación debida que puede consistir en dar, hacer o no hacer 
algo. Esta ejecución efectiva de la que hablamos se refiere no sólo al contenido de la 
prestación que  las partes acordaron en un contrato bilateral, sino también, a la forma en 
que debe realizarse la misma y al tiempo en que debe cumplirse. Lo normal sería que el 
deudor cumpla voluntariamente la obligación de forma íntegra, oportuna y exacta, pero, en 
la realidad lamentablemente en muchas circunstancias esto no ocurre. 
Sólo en la situación que cumpla todas las características descritas en cuanto a fondo, forma 
y tiempo, se encontrarán satisfechos los intereses del acreedor, a contrario sensu, si tan sólo 
falta uno de esos requisitos: el pago no fue oportuno, incompleto o simplemente no se 
concretó, existirá incumplimiento contractual. 
Entonces, ¿cuándo existe incumplimiento de una obligación? 
El incumplimiento es el no pago de la obligación en los términos en que fue pactado o 
convenido por las partes, nuestro código consagró las hipótesis que configuran un 
incumplimiento de la obligación en el artículo 1556 “La indemnización de perjuicios comprende el 
daño emergente y lucro cesante, ya provengan de no haberse cumplido la obligación, o de haberse cumplido 
imperfectamente, o de haberse retardado el cumplimiento”. Existe incumplimiento total cuando si no 
se ejecuta la obligación en todas sus partes, y parcial en el caso en que se cumpla pero, 
imperfectamente o se retarda su cumplimiento. 
La primera hipótesis corresponde a la inejecución de la obligación, corresponde al más 
grave incumplimiento, el deudor incumplió del todo la obligación. La segunda hipótesis de 
haberse incumplido imperfectamente, es decir no cumple con el requisito de que el pago 
debe ser “íntegro”, y la tercera hipótesis se refiere al retardo del cumplimiento, es decir, no 
fue oportuno. 
Cuando el acreedor esté frente a cualquiera de esas 3 hipótesis, la ley le confiere un 
conjunto de derechos tendientes a asegurar el cumplimiento de la prestación en los 
términos que fueron pactados. El primer derecho que establece y principal es solicitar la 
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ejecución forzada de la obligación en cuanto su naturaleza así lo permita. El segundo y 
complementario al primero es exigir la indemnización de los perjuicios causados al acreedor 
por el incumplimiento, el tercero y último corresponde a los derechos auxiliares que puede 
impetrar el acreedor traducido en dejar afecto el patrimonio del deudor al cumplimiento de 
la prestación. 
El título XII del nuestro código civil en el párrafo referente al “Efecto de las Obligaciones” 
establece en el artículo 1545 “Todo contrato legalmente celebrado es una ley para los 
contratantes y no puede ser invalidado sino por su consentimiento mutuo o por causas 
legales.” 
Por lo tanto, las fuentes de disolución apuntan hacia 2 causales generales, la primera 
correspondiente al mutuo consentimiento, esto es la resciliación del contrato o también 
llamado discenso y a las causas que establece la ley. 
Fuentes de terminación frente a un incumplimiento. 
1. El mutuo consentimiento de las partes 
 Se puede definir la resciliación en términos simples como una convención en que las 
partes interesadas, siendo capaces de disponer libremente de lo suyo, consienten en dejar 
sin efecto una convención o contrato, extinguiéndose las obligaciones vigentes, si la 
voluntad de las partes generó el contrato, lo más lógico es que esa misma voluntad pueda 
dejarlo sin efecto. 
2. Causas legales. 
Entre las causas legales que contempla el ordenamiento jurídico se encuentran: la 
resolución, la nulidad, la muerte de uno de los contratantes en los contratos “intuito 
personae” y el plazo extintivo. 
En consecuencia, los límites al principio de la obligatoriedad contractual traducido en que 
el contrato celebrado válidamente debe respetarse con dos únicas excepciones: 1. Que las 
partes acuerden abolirlo, y 2. Que la ley autorice expresamente dejarlos sin efecto por 
causas determinadas. Para efecto de este estudio nos centraremos, a nuestro juicio, una de 
los más importantes remedios para dejar sin efecto un contrato celebrado válidamente, y 
una de las más aplicables sanciones frente a un incumplimiento contractual que constituye a 
la vez uno de los límites al principio de la obligatoriedad contractual: La resolución. 
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La palabra resolución en nuestro código es usada en al menos dos sentidos distintos: como 
una forma de poner término a los derechos subjetivos y cuando contempla los casos de 
ineficacia de los negocios jurídicos (entendiéndose ésta como la pérdida de obligatoriedad 
de un negocio) como es el caso del artículo 1873, 1875 y 1876 respecto de la compraventa, 
bajo ese razonamiento la resolución tendría como antecedente una ineficacia extrínseca. 
Cláusulas resolutorias en el código civil chileno 
La cláusula resolutoria  
Frente a un incumplimiento contractual, esto es, alguna de las partes ha dejado de cumplir 
sus obligaciones, la ley ampara al acreedor que cumplió otorgándole la facultad resolutoria 
establecida en el artículo 1489 de nuestro código civil, aunque su tratamiento esté dentro 
del título de las obligaciones, se considera como una solución potestativa  que tiene el 
acreedor que es afectado por el incumplimiento constituyendo un medio de tutela frente a 
una eventual inejecución de las obligaciones de la otra parte, otorgando la opción de decidir 
al acreedor cumplidor entre la ejecución forzada o la resolución del contrato y ambas con 
indemnización de los perjuicios ocasionados. 
La condición resolutoria puede asumir tres formas: condición resolutoria ordinaria, 
condición resolutoria tácita, y pacto comisorio.  
La condición resolutoria ordinaria es un hecho futuro e incierto que no sea el 
incumplimiento del que depende la extinción de un derecho, el derecho se extingue ipso 
iure por el cumplimiento de la condición, es decir, por el solo ministerio de la ley. En el 
caso de la condición ordinaria, la pueden fijar las partes o la puede imponer el testador y se 
puede encontrar pendiente, fallida o cumplida. 
En el caso de que se encuentre pendiente, como la condición resolutoria extingue el 
derecho, mientras ella pende el acto o contrato produce todos sus efectos como si fuera 
puro y simple, por lo tanto se puede exigir su cumplimiento y realizar toda clase de actos 
respecto de la cosa como si no estuviera afecta a una condición. 
En el caso de que la condición resolutoria falle, el derecho del deudor condicional pasar a 
ser puro y simple, quedando firmes todos los actos ejecutados por él mientras la condición 
estaba pendiente. 
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En el caso de que la condición se encuentre cumplida, se extingue el derecho del que tenía 
la cosa bajo condición, y es por este motivo que el artículo 1567 numeral 9 enumera la 
condición resolutoria como un modo de extinguir las obligaciones. 
“El efecto resolutorio derivado de la condición ordinaria consiste en la extinción del derecho por haberse 
cumplido el hecho futuro e incierto que no sea el incumplimiento del contrato”7 
En relación a la forma en que opera este tipo de condición resolutoria tiene estricta relación 
con las circunstancias en que realmente se producirá el efecto resolutorio, es decir, si solo 
es necesario el acontecimiento del hecho en que consiste o es necesario concurran otros 
requisitos. La unanimidad de los autores y de la jurisprudencia se han manifestado bajo el 
sentido de que esta condición opera de pleno derecho, los efectos se producen desde que el 
hecho acontece, de esta característica se desprende además que produce efectos 
universales, y puede invocarla quien tenga interés en ella dado que no proviene de una 
sentencia judicial de efectos relativos que la declare sino que de la misma ley. 
Respecto a la forma en que ella opera, no existe norma expresa que señale que sus efectos 
resolutorios se producen de pleno derecho, pero tal como señala el profesor Peñailillo “No 
hay norma que expresamente disponga que opere de pleno derecho, pero el acuerdo en tal sentido se ha 
producido porque de varios textos se deriva claramente esa conclusión. A) El artículo 1479 define la 
condición resolutoria como la que extingue el derecho y no como la que permite al acreedor pedir que se 
declare extinguido. B) El artículo 1487 dispone que cumplida la condición resolutoria deberá restituirse lo 
que se hubiere recibido bajo tal condición sin exigir la declaración judicial, declaración que sí exige para la 
tácita” 8 
No se necesita que se solicite al tribunal que declare la resolución del contrato. Cabe señalar 
además, que el cumplimiento de la condición resolutoria ordinaria no autoriza al acreedor a 
solicitar la indemnización de perjuicios toda vez que, sería un absurdo pues no hubo un 
incumplimiento de obligaciones. 
En el caso de la condición resolutoria tácita la situación es distinta. El artículo 1489 en 
términos simples consiste en que  el hecho futuro e incierto que puede provocar la 
extinción del derecho de una de las partes, es el incumplimiento de sus obligaciones. “En 
los contratos bilaterales va envuelta la condición resolutoria de no cumplirse por uno de los 
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contratantes lo pactado. Pero en tal caso podrá el otro contratante pedir a su arbitrio o la 
resolución o el cumplimiento del contrato, con indemnización de perjuicios.” Se trata de 
una presunción que hace la ley en los contratos bilaterales para proteger al acreedor ante un 
eventual incumplimiento. En esta condición se da un caso excepcional, además de ser un 
caso en que la ley presume una condición, que sólo se da en los contratos bilaterales tal 
como lo expresa el artículo 1489, si las partes quieren que opere en un contrato unilateral, 
deberán pactarlo de forma expresa, en dicha situación la condición resolutoria tácita pasa a 
llamarse pacto comisorio. 
En relación a sus antecedentes históricos, su origen más próximo parece haber estado en el 
derecho canónico que la estableció por razones de equidad y de respeto a la palabra dada. 
Respecto a sus características, se trata de una condición tácita, es decir, no es necesario 
estipularla porque el legislador la subentiende en todo contrato bilateral, por lo que se 
considera que es un elemento de la naturaleza, es negativa pues consiste en que no ocurra 
un hecho, además es simplemente potestativa porque depende de un hecho voluntario. 
“A diferencia de lo que acontece en la condición ordinaria, aquí el efecto que se produce al cumplirse la 
condición está a su vez condicionado por la voluntad del acreedor; porque la ley le ofrece una alternativa ( y 
en cuanto se trata de eventual resolución por incumplimiento es natural que se le conceda): pedir el 
cumplimiento. De modo que si el acreedor opta por pedir el cumplimiento, no se desencadenarán los efectos 
normales de la condición cumplida”9 
Una de las características más relevantes para efectos de este estudio, es que no opera de 
pleno derecho, no se produce ipso iure la resolución del contrato, entonces ¿cómo ejerce el 
acreedor el supuesto beneficio que la ley otorga al contratante diligente que cumplió sus 
obligaciones o está llano a cumplirlas? La opción que otorga el artículo 1489 debe hacerse 
valer por medio de una demanda judicial. En consecuencia, si el afectado decide optar por 
la resolución del contrato debe interponer  la acción resolutoria. 
Entre la doctrina y la jurisprudencia se ha discutido cuál es el verdadero fundamento de la 
condición resolutoria tácita y se han dado numerosas explicaciones entre las cuales 
destacaremos: la equidad, la voluntad presunta de las partes y la causa. La equidad como 
herramienta para mantener el equilibrio en caso de que una de las partes no cumpla con su 
obligación, permitiéndole desligarse del vínculo jurídico. En relación a la voluntad presunta 
de las partes se argumenta que la ley presume que la parte diligente ante un 
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incumplimiento, no quisiera seguir ligado con quien no ha cumplido. En cuanto a la causa, 
se dice que la condición resolutoria sería una aplicación de la teoría de la causa: en los 
contratos bilaterales la causa de la obligación de una de las partes, es la recíproca obligación 
de la contraparte; por lo tanto, si ella no se cumple, no habría causa para el cumplimiento 
del otro contratante; sin embargo, la mayoría de la doctrina fundamentan el artículo 1489 
en razones de equidad, ya que representa una protección al legítimo interés del acreedor 
diligente, permitiéndole resolver el contrato si así lo estima conveniente. “Actualmente se 
entiende que, ante el incumplimiento, la alternativa resolutoria tiende a restaurar la situación en que el 
contratante se encontraba antes de celebrar el contrato, eliminando la reglamentación de intereses establecida 
en él, para que el cumplidor pueda regresar al mercado y encontrar un medio más adecuado de satisfacerlos 
(y recibiendo la indemnización correspondiente si se cumplen los requisitos para ella)”10 
Explicado lo anterior y aceptando que el fundamento de la condición resolutoria tácita es la 
equidad: ¿cuál es la finalidad de la resolución si no es satisfacer los intereses de un diligente 
acreedor? ¿Se cumple la finalidad si el acreedor está obligado a obtener sus intereses 
ejercitando la acción resolutoria ante el competente tribunal con todos los costos 
económicos y de tiempo que ello genera? 
Asumido que la condición resolutoria tácita es una solución alternativa que tiene el 
acreedor frente al incumplimiento, es procedente analizar los supuestos de hechos 
particulares que unidas al incumplimiento autorizan la resolución del contrato. De forma 
frecuente en la práctica jurisprudencial se confunden los supuestos de hecho de la 
resolución con los de la indemnización de perjuicios, situación que a simple vista no 
presentaría problemas, pero veremos aquí una sutil diferencia que de ser aceptada generaría 
incluso un rechazo para admitir la resolución del contrato en un caso concreto. 
Al estudiar los manuales de destacados civilistas, encontramos que existe consenso en que   
debe tratarse de un contrato bilateral, que uno de los contratantes se encuentre en mora de 
cumplir, que el incumplimiento se deba a dolo o culpa del deudor, es decir, sea imputable a 
la parte incumplidora, que quien la pide haya cumplido su obligación o esté llano a 
cumplirla, y que sea declarada judicialmente.  
En el caso en que el incumplimiento haya sido parcial, estamos igualmente frente a la 
opción que tiene el acreedor, y existirá parcialidad en el caso de que existan varias 
obligaciones que emanan del contrato se deje una o más sin cumplir o cuando una no se 
                                                          
10
Peñailillo Arévalo, Daniel; “Obligaciones Teoría general y clasificaciones, la resolución por 
incumplimiento”, Editorial jurídica de Chile, Santiago, 2011, Pág. 395 
16 
 
cumple o de hacerlo lo hace defectuosamente; por lo tanto existe el problema en cuanto a 
definir si cualquier tipo de incumplimiento, por leve que sea, basta para que nazca la opción 
del acreedor que le concede el artículo 1489. 
“Hay autores que proponen y códigos (especialmente del siglo XX) que expresamente deciden facultar al 
juez para negar la resolución cuando concluya que el incumplimiento carece de gravedad suficiente”11. Es el 
caso de Francia, se estima que el juez puede rechazar la resolución ante un incumplimiento 
leve, en el artículo 1184, que faculta al juez para conceder al deudor un plazo de gracia para 
cumplir. 
En Chile también el asunto es controvertido. “Algunos autores han sostenido que cualquier 
incumplimiento basta para que sea procedente la resolución, principalmente porque la regla no distingue y, a 
diferencia de otros códigos (señaladamente del francés), el nuestro no ha facultado al juez para conceder al 
deudor un plazo de gracia para cumplir más allá de lo estipulado (por el contrario, le niega expresamente al 
juez esa facultad en el artículo 1494”12. Como vemos se trata de un tema complejo que a 
continuación analizaremos: 
Luis Claro Solar señala “¿Podría esta inejecución parcial de los compromisos contraídos por una de las 
partes, autorizar a la otra para demandar la resolución, para que fuera declarada por el juez? 
Atendiéndose al tenor de la ley habría que decidir que la resolución puede ser pronunciada porque la ley no 
exige la inejecución total; pero en una materia más bien regida por la equidad que por el rigor del derecho, 
esta solución podría ser demasiado absoluta…”13Por otra parte cabe recalcar que el juez no tiene la 
facultad para otorgarle un plazo  al deudor que está en mora para que cumpla, esto se 
desprende del artículo 1494 que señala expresamente en los casos en que puede hacerlo por 
ejemplo, en el caso de  la restitución de la cosa en las prestaciones mutuas del artículo 904. 
 La  doctrina y la jurisprudencia han señalado que el incumplimiento deberá  ser grave; pero 
¿qué se entiende por grave?     ¿Cuáles son las condiciones objetivas que verifica el juez 
para admitir la resolución del contrato? 
Algunos criterios que se han utilizado para responder dichas interrogantes tienen estrecha 
relación con la obligación que se incumple, distinguiendo si es una principal o accesoria.  
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Algunos factores que “Pueden mencionarse: el valor del negocio (la naturaleza de ese valor dependerá de 
la del negocio, que generalmente será económica); la función que por su naturaleza cumple el contrato 
(considerado en abstracto); la finalidad perseguida mediante ese específico negocio por el acreedor víctima del 
incumplimiento.”14 
 Otros argumentan que para definir el incumplimiento “grave” debe estarse a lo que las 
partes expresaron en el contrato, en consecuencia a la importancia del incumplimiento y a 
la repercusión que tiene éste en la satisfacción del acreedor. “La solución, sin embargo, no podría 
darse concretamente a priori: se trata, como nunca de un problema de caso. Corresponderá al juez apreciarlo 
con sujeción a las reglas sobre la reciprocidad de las obligaciones y atendiendo, más que nada, a la 
repercusión económica-y aún moral- de lo que se ha dejado de cumplir”15 
Es claro que el análisis que realiza el juez es sobre la base de las condiciones particulares 
antes mencionadas, pero existe cierta subjetividad por parte del mismo en el caso de 
considerar cuándo está frente a un incumplimiento grave. En la hipótesis  que se rechaza la 
resolución porque el incumplimiento no es lo suficientemente grave, ¿qué opciones le 
quedan al acreedor, si ya invirtió tiempo y recursos en demandar judicialmente al deudor 
incumplidor? 
La forma en que opera la condición resolutoria tácita tiene carácter judicial, no opera de 
pleno derecho como sí lo hace la condición resolutoria ordinaria. El carácter judicial 
tampoco lo contempla expresamente el código civil a diferencia del código francés en su 
artículo 1184. 
“De la conclusión de que la resolución se produce mediante la sentencia, la doctrina y la jurisprudencia 
chilenas han deducido que entonces el deudor puede todavía cumplir durante todo el curso del litigio, puede 
enervar la acción pagando, hasta antes de la citación para oír sentencia en primera instancia y hasta antes 
de la vista de la causa en segunda”16 
 Consecuencia de lo anterior es que el deudor puede cumplir el contrato mientras no haya 
cosa juzgada, no obstante el acreedor haya manifestado su voluntad a favor de la 
resolución, el deudor igualmente puede enervar la acción ejecutando la obligación cuyo 
incumplimiento motivó la demanda. 
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Como señala un fallo de la Corte de Valparaíso de mayo de 1899 y otro de la Corte de 
Santiago de septiembre de 1912, el artículo 1874 corrobora que el comprador puede 
enervar la acción resolutoria pagando durante todo el juicio. 
Un fallo de la Corte Suprema de 14 de enero de 2010 señala  “…dado que la parte demandante, 
esgrimiendo su calidad de contratante diligente, señala el incumplimiento de la contraria y ha optado por 
impetrar la resolución del contrato de compraventa al que toca la Litis, se hace necesario determinar si, por 
la oportunidad en que han sido efectuadas, las dos consignaciones enteradas por la parte demandante en la 
cuenta corriente judicial durante la secuela del pleito, han sido idóneas para producir el efecto que les 
pretende asignar dicho litigante, esto es, el de enervar la acción resolutoria dirigida en su contra. Los jueces 
del grado consideraron que esos pagos realizados por la demandada una vez trabada la 
Litis, no tuvieron la capacidad de debilitar la acción incoada en autos, puesto que operaron 
una vez que el actor utilizó su opción entre las alternativas que le proporciona la norma del 
artículo 1489 del código civil, eligiendo la resolución del contrato de compraventa materia 
del juicio. En otras palabras los sentenciadores tuvieron por inoportunas las consignaciones 
realizadas por la parte demandada, en atención a que se efectuaron una vez que la 
demandante, en su calidad de contratante cumplidor, ya eligió entre las opciones que el 
legislador le proporciona, habiendo escogido la resolución del contrato. El fallo en su 
considerando décimo señala “De lo que hasta aquí se lleva dicho, se desprende que mientras no exista 
una decisión jurisdiccional que declare la resolución demandada, el deudor puede cumplir con lo debido 
durante el curso del juicio incoado para obtener la resolución, hasta antes que se pronuncie la sentencia 
definitiva”. 
Esta facultad del demandado de pagar durante el juicio es criticada por algunos autores, 
porque  esa interpretación destruiría el carácter optativo que tiene el artículo 1489, porque 
si el demandado puede enervar la acción durante todo el juicio, desaparece la facultad que 
tenía el acreedor de optar por la resolución. “De aceptarse que el deudor pueda cumplir con su 
obligación durante la secuela del juicio, se vulnera el artículo 1489 que otorga la opción exclusivamente al 
contratante cumplidor y al aceptarse que el deudor pudiere pagar durante el juicio, se le está entregando a él 
la elección, pues por el hecho de pagar está optando por el cumplimiento del contrato”17. 
Como vemos existen varias dificultades que debe sortear el diligente acreedor en el caso 
que opte por resolver el contrato. Primero será el juez quien verifique si el incumplimiento 
requiere las condiciones necesarias para declarar resuelto el contrato, no obstante el artículo 
1489 nada diga al respecto de la gravedad del incumplimiento. Por otra parte el deudor 
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podrá enervar la acción durante todo el juicio en atención a lo que expusimos 
anteriormente. 
El pacto comisorio 
Uno de los pactos típicos en Roma era la Lex Comissoria, pacto que permitía al vendedor 
reservarse la facultad de tener por resuelto el contrato, con restitución de la cosa, si en un 
determinado plazo el comprador no cumplía con su obligación. Por lo tanto el pacto 
comisorio encuentre su origen en el contrato de compraventa. 
El código trata el pacto comisorio en el título XXIII del libro IV correspondiente a la 
compraventa, pero a pesar de que el legislador lo consagró en la compraventa, existe 
consenso en la doctrina que tiene aplicación general, por lo tanto podrá estipularse en 
cualquier contrato, y no sólo en la compraventa, es más puede pactarse respecto de 
cualquier obligación que del contrate emana  y no exclusivamente en lo que concierne al 
pago del precio. “La conclusión de que el pacto comisorio puede estipularse en cualquier contrato no 
puede discutirse. Esa general aplicación puede fundarse al menos en las siguientes razones: a) la 
implantación del pacto en la compraventa tiene una explicación histórica sin que se deba a una intención 
redactora; la lex comissoria, su remoto antecedente se gestó en este contrato”18. 
“Por el pacto comisorio se estipula expresamente que,  no pagándose el precio al tiempo 
convenido, se resolverá el contrato de venta.” .Estamos frente a una estipulación negocial 
que emana de la voluntad de las partes en la que éstas hacen explícita la condición 
resolutoria tácita, como expresa Alessandri es la estipulación expresa en el contrato de 
venta de la condición resolutoria tácita que, según el artículo 1489, va subentendida, en el 
silencio de las partes, en todo contrato bilateral. Lo que constituye en su esencia al pacto 
comisorio es la estipulación expresa de esa condición. 
Dadas las definiciones, ¿ cuál sería el beneficio de incorporar algo que la ley presume y 
subentiende incorporado en el contrato?. La doctrina ha hecho distinciones respecto del 
pacto comisorio, que encuentra sus raíces en el Derecho Romano, específicamente en la 
Lex Comissoria, y distingue entre pacto comisorio simple y pacto comisorio calificado. 
El pacto comisorio simple consagrado en el artículo 1877 no es más que la condición 
resolutoria expresa, es decir, no produce efectos distintos a los mencionados en la cláusula 
resolutoria tácita dado que, en ambos casos nace el derecho alternativo para el acreedor de 
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demandar la resolución del contrato o su ejecución forzada. Se ha planteado incluso por 
algunos autores por la eliminación de esta institución por carecer de interés práctico. 
Lo que reviste mayor relevancia es analizar los efectos del pacto comisorio calificado. El 
artículo 1879 versa “Si se estipula que por no pagarse el precio al tiempo convenido, se 
resuelva ipso facto el contrato de venta, el comprador podrá, sin embargo, hacerlo subsistir, 
pagando el precio, lo más tarde, en las veinticuatro horas subsiguientes a la notificación 
judicial de la demanda”,  resulta contradictorio que el artículo referido establezca que de no 
pagarse el precio se resolverá ipso facto y luego faculta al comprador utilizando la 
expresión “podrá” para referirse a la opción que tiene éste último de hacer subsistir el 
contrato pagando el precio, lo más tarde  en las veinticuatro horas subsiguientes a la 
notificación judicial de la demanda. ¿Puede desprenderse que el contrato se resuelve con la 
sola verificación del evento en que consiste  dicha condición? Si las partes han buscado 
alterar los efectos normales de la resolución, conviniendo que el contrato se resuelve de 
pleno derecho, de inmediato por el sólo incumplimiento, ¿por qué es necesario aún en esa 
circunstancia demandar judicialmente? 
En el contrato de compraventa, caso específico en el que es tratado el pacto comisorio 
calificado, no quedan dudas de que necesariamente se necesitará una sentencia judicial para 
que se resuelva el contrato, pues el artículo 1879 permite que el deudor enerve la acción 
pagando el precio, dentro de las veinticuatro horas subsiguientes a la demanda. 
A partir de la definición dada, en relación al contrato de compraventa título en el que es 
tratado el pacto comisorio calificado, no obstante exista consenso en que es completamente 
aplicable en otro tipo de contratos bilaterales y respecto de obligaciones diferentes a las de 
no pagarse el precio como se trata en este caso, es preciso dilucidar la naturaleza jurídica 
del pacto comisorio calificado. 
Si bien es tratado en el título de la compraventa, y asumiendo que es aplicable a otros 
contratos, ¿cuál es la utilidad práctica que presenta el pacto comisorio calificado si lo 
consideramos como un remedio que tiene el acreedor insatisfecho frente al 
incumplimiento? Para responder dicha pregunta distinguiremos dos ámbitos de aplicación: 
en primer lugar la aplicación general respecto de otros contratos distintos a la compraventa, 
y en segundo lugar de modo restrictivo respecto de la compraventa regulado por la ley 
correspondiente a una convención accesoria estipulada por las partes señalando que de no 
pagarse el precio por parte del comprador el contrato se resolverá. Habiendo hecho la 
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distinción correspondiente al ámbito de aplicación, en el caso de la compraventa, se le 
faculta al comprador para que pueda enervar la acción resolutoria en las veinticuatro horas 
subsiguientes a la notificación de la demanda; a pesar de que la voluntad de las partes en 
virtud del principio de la autonomía de la voluntad es clara respecto de que en caso del no 
pago del precio el contrato se resuelve, el precepto exige que el vendedor igualmente 
demande la resolución ante el tribunal competente, un claro ejemplo de revisión judicial del 
contrato. Resulta contradictoria tal situación, porque al leer el artículo referente al pacto 
comisorio calificado pareciera ser que el efecto querido fuese la resolución del contrato de 
pleno derecho pero al mismo tiempo se exige la demanda. 
Respecto a definir cuándo se produce la resolución del pacto comisorio calificado, en Chile 
se ha discutido en base a tres posiciones: La primera y más radical es que la resolución 
operaría con el incumplimiento del pago del precio, la segunda, sería entender resuelto el 
contrato una vez transcurridas las veinticuatro horas para enervar la acción resolutoria, 
mientras tanto que la tercera, señala que la resolución operaría sólo por sentencia judicial. 
Seguiremos bajo la distinción respecto del ámbito de aplicación. En el caso de la 
compraventa, por el  no pago del precio, hay que distinguir respecto a la decisión por la que 
optó el vendedor, si exigió el pago del precio, recordemos que es facultativo para él decidir 
si resuelve el contrato o exige el pago, tal como se lo permite el artículo 1878, entonces la 
resolución no ha operado de pleno derecho. En el caso que demande la resolución, el 
deudor puede enervar la acción pagando, hasta antes de las veinticuatro horas, por lo tanto, 
la resolución tampoco opera de pleno derecho. 
Resuelto el caso específico en que fue tratado el pacto comisorio calificado, la pregunta es 
obvia, ¿qué ocurre en el caso de otros contratos y en una obligación distinta a la del pago 
del precio en el contrato de compraventa?  
La mayoría de la doctrina concuerda en que en el caso anterior no debe aplicarse el artículo 
1879 por analogía, y debe privilegiarse la libertad contractual y primar el principio de la 
autonomía de la voluntad. En este sentido se ha pronunciado por ejemplo el profesor Rene 
Abeliuk. 
La idea de judicializar el pacto comisorio calificado atenta contra su esencia, dado que, su 
interpretación debe estar relacionada con la aplicación respecto de su efecto que no es más 
que su efecto resolutorio. 
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En relación al caso en que opera de pleno derecho, es necesario el supuesto del 
incumplimiento, pero para determinar cómo opera, además se requiere precisar cuál es la 
naturaleza jurídica del pacto comisorio. Si admitimos que se trata de una condición 
resolutoria ordinaria, por tener ésta el mismo efecto, es decir, opera de pleno derecho, 
estamos frente a un caso en que dada la inejecución o incumplimiento cualquiera podría 
entonces, resolver el contrato; recordemos que una de las características que diferencia a la 
condición resolutoria ordinaria de la condición resolutoria tácita es precisamente que en la 
primera puede pedirla cualquier persona no obstante no tenga interés en ella, como  es el 
caso de la condición resolutoria tácita en que el titular de la acción es el acreedor, y sólo el 
acreedor, puesto que su fundamento es proteger a la parte diligente y que la opción de 
exigir la ejecución forzada o demandar la resolución quede a su arbitrio pues es a él a quién 
le afecta. Si cualquier puede resolver el contrato queda el acreedor indefenso, incluso el 
deudor podría solicitar la resolución y todo aquél que no tenga interés en ella. 
Podemos darnos cuentas que los remedios ante un incumplimiento contractual transitan 
sobre dos extremos en nuestro ordenamiento jurídico, la condición resolutoria tácita en que 
existe un marcado carácter judicial, toda vez que, la parte cumplidora opte por resolver el 
contrato el deudor podrá enervar la acción durante todo el juicio, antes de la vista de la 
causa en primera instancia y antes de oír sentencia en segunda, además de que cumpla con 
los requisitos que el juez debe verificar, si existió incumplimiento, si fue grave o no, cuáles 
fueron las obligaciones que se incumplieron. Como vemos la intervención del juez para 
admitir los supuestos que hacen procedente la resolución, eso sumado a la tendencia 
histórica que inspira a  nuestro sistema jurídico para inclinarse por el cumplimiento de la 
ejecución por sobre la resolución, todo con el propósito de que el contrato superviva, no 
obstante, estar frente a  un incumplimiento grave evidente. Y el pacto comisorio calificado, 
excepcionando el caso de la compraventa por no pago del precio por las razones que ya se 
mencionaron, que opera de pleno derecho sin necesidad de intervención judicial., pero, ¿Es 
aquello tan drástico? Habrá que revisar la forma en que fue redactada la cláusula, en 
algunos la resolución operará una vez notificada la decisión de resolver el contrato o en 
otros operará de forma automática, dependiendo de cómo esté redactada la cláusula 
establecida por las partes.  
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                                                            Capítulo III 
                                                  La acción Resolutoria 
 
 La acción resolutoria “es el instrumento procesal destinado a pedir la resolución del contrato “19 
Es aquella que emana de la condición resolutoria en los casos en que se requiere de su 
ejercicio por parte del acreedor para que opere la resolución. La situamos dentro del ámbito 
de aplicación entre las sanciones al incumplimiento de las obligaciones.  
“El incumplimiento del contrato de obligaciones recíprocas otorga al contratante cumplidor la acción de 
resolución, que puede ejercer judicial o extrajudicialmente según sea el sistema legislativo, y tiene por 
finalidad extinguir los efectos del contrato, no sin antes haberse dado curso a limitaciones o restricciones, o 
bien a reglas de morigeración, conducentes todas ellas a hacer prevalecer el cumplimiento del contrato en 
último término. El derecho del contratante que cumple no ha de estar en caso alguno a merced de la culpa o 
la malicia del incumplidor”20 
Respecto de los efectos que produce la acción no se distingue respecto de la  acción que 
emana de la condición resolutoria tácita, pacto comisorio simple o calificado, opera siempre 
con efecto retroactivo, más no produce los mismos efectos tratándose de las partes que 
respecto de los terceros.  
El efecto de la condición resolutoria cumplida entre las partes la establece el artículo 1487 
“Cumplida la condición resolutoria, deberá restituirse lo que se hubiere recibido bajo tal 
condición, a menos que ésta haya sido puesta a favor del acreedor exclusivamente, en cuyo 
caso podrá éste, si quiere renunciarla; pero será obligado a declarar su determinación, si el 
deudor lo exigiere”. En consecuencia el precepto establece que las partes deben retrotraerse 
al estado previo del momento en que celebraron el contrato o se difirió la asignación sujeta 
a la condición resolutoria, pero la misma regla que es de aplicación general se ve alterada en 
su artículo para el caso de los frutos, pues no se restituyen, respecto de ellos no existe 
efecto retroactivo. En el caso de la compraventa, si se resuelve por el no pago del precio, se 
aplica la regla general del 1487 en relación al 1875, señalando que el comprador debe 
                                                          
19
Peñailillo Arévalo, Daniel; “Obligaciones Teoría general y clasificaciones, la resolución por 
incumplimiento”, Editorial jurídica de Chile, Santiago, 2011, Pág. 432 
20
FueyoLaneri, Fernando; “Cumplimiento e Incumplimiento de las obligaciones”, Editorial Jurídica de 
Chile, Santiago, 1991. Pág. 292 
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restituir todos los frutos para el caso en que no haya pagado ninguna parte del precio o en 
la proporción correspondiente a la parte del precio que no hubiere sido pagada. 
Lo que genera mayor problema es la situación en que se ven involucrados terceros, pues 
respecto de los efectos de la condición resolutoria cumplida difiere en este caso en relación 
a los efectos que produce la misma entre las partes. Surge entonces, un conflicto de 
intereses entre el acreedor el acreedor condicional a quien debe restituirse la cosa y los 
terceros en cuyo favor se ha constituido un tercero. El acreedor puede esgrimir que el 
deudor no podía transferir más derechos de los que tenía y en ese sentido la enajenación y 
gravámenes deben caducar al verificarse la condición resolutoria. A contrario sensu, desde 
la perspectiva del tercero debe reconocerse que el contrato que celebró con el deudor es 
válido y que por lo tanto podía enajenar y gravar la cosa. En este sentido la explicación la 
encontramos en el artículo 1490 y 1491 del Código Civil. 
El principio fundamental es que la resolución no afecta a terceros de buena fe que se ve 
traducida en el desconocimiento de la condición resolutoria por parte del tercero al 
momento de contratar.  
Entre las características que se mencionan en relación a la resolución, se dice que es una 
acción personal, corresponde a una acción de tipo patrimonial, renunciable, transmisible y 
transferible, prescriptible, además tiene naturaleza mueble o inmueble dependiente. 
Es personal dado que, se ejercita con ella un derecho personal que emana de un 
incumplimiento. “Lo que se pide es la resolución de contrato, por lo que la ejercita uno de los 
contratantes contra el otro, para concretar una de las alternativas de su opción (de incumplimiento o 
resolución)21. Respecto a su renuncia, como el derecho que nace del incumplimiento le otorga 
al contratante diligente la opción y nace para éste el derecho a optar por la resolución, nada 
obsta para que renuncie toda vez que es un elemento de la naturaleza por lo que podría 
excluirlo mediante una estipulación expresa. 
“La acción resolutoria  que emana de la condición tácita no tiene plazo especial, por lo que se aplica la regla 
general del artículo 2515 (recuérdese que el pacto comisorio no regulado, en la compraventa por 
incumplimiento de otras obligaciones que la de pagar el precio y en otros contratos, en la postura de hacer 
prevalecer la voluntad de las partes excluyendo la analogía, opera de pleno derecho, de modo que-en tal 
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Peñailillo Arévalo, Daniel; “Obligaciones Teoría general y clasificaciones, la resolución por 
incumplimiento”, Editorial jurídica de Chile, Santiago, 2011, Pág. 435 
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posición- no surge acción resolutoria” 22. Por lo tanto se trata de una acción ordinaria, prescribe en 
5 años a contar de la fecha en que la obligación se hizo exigible 
Respecto a la acción que emana del pacto comisorio calificado que regula nuestro código, 
esto es, la que nace por el no pago del precio en la compraventa se aplican las reglas del 
artículo 1880. 
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Peñailillo Arévalo, Daniel; “Obligaciones Teoría general y clasificaciones, la resolución por 
incumplimiento”, Editorial jurídica de Chile, Santiago, 2011, Pág. 439-440. 
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                                                       Capítulo IV 
                 Fuentes de la terminación unilateral en el código civil chileno 
 
Como su denominación lo señala la terminación es un acto jurídico unilateral a través del 
cual la parte afectada por el incumplimiento contractual pone fin al contrato sin necesidad 
de acudir al juez. 
Para analizar las fuentes de terminación unilateral, es necesario en primer lugar tener claro 
que no todo incumplimiento requiere de una declaración judicial, puesto que existen casos 
excepcionales en que la ley faculta a las partes para terminar unilateralmente el contrato 
reconociendo a cualquiera de ellas el derecho a poner fin a dicho contrato ya sea por 
necesidad imperiosa o por la naturaleza de la relación contractual, los casos más comunes 
los encontramos  cuando se trata de un contrato pactado a plazo indefinido, los de larga 
duración y  también en los que la confianza constituye un elemento relevante respecto a la 
otra parte con la que se contrata. 
1. La Ley 
 Relevante referencia suscita el caso de la última reforma a la ley de arrendamiento de 
predios urbanos en nuestro país en el que se consagra el derecho a desahuciar el contrato 
por intermedio de un ministro de fe notificando al arrendatario lo que permite agilizar el 
procedimiento para recuperar la propiedad. 
Entre los casos en que la ley excepcionalmente faculta la ruptura unilateral del contrato lo 
que nos da una señal de que para el código de Bello no es tan ajena esta posibilidad, en el 
caso del depósito establecido en el artículo 2226, se establece que la restitución es a 
voluntad del depositante, lo que faculta a éste último para poner término al contrato a su 
arbitrio. En el mutuo ocurre una situación similar, cuando se faculta al mutuario para pagar 
toda la suma de dinero salvo que se hayan estipulado intereses; sin embargo como la regla 
general en Chile es que existan intereses, la ley 18.010 faculta al deudor de una operación de 
crédito de dinero renunciar al plazo pagando capital e intereses  hasta la época de efectuarse 
el pago, debiendo además si así se ha pactado pagar una comisión al banco o a la 
institución financiera respectiva. El mutuario pone término al contrato de forma unilateral, 
lo que equivale a una renuncia del plazo. 
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Otro caso que se da en nuestro código tiene relación con el contrato de mandato, en el que 
se permite al mandante en forma discrecional revocar el mandato, la ley permite al 
mandante poner término al contrato a su arbitrio lo que produce sus efectos desde que el 
mandatario toma conocimiento, el fundamento es que se trata de un contrato intuito 
personae en que la confianza se torna esencial. 
En el caso del derecho de sociedades se aprecia otro claro ejemplo. En el caso de 
morosidad de alguno de sus socios, el artículo 379 del Código de comercio, faculta a los 
demás socios excluir al socio incumplidor por declaración en escritura pública sin necesidad 
de que exista intervención judicial alguna. En este caso, podemos deducir que los socios 
ejercen una facultad unilateral que les permite el mismo ordenamiento jurídico, en este caso 
aquella que tiene la “sociedad” para excluir a un socio moroso restituyéndole su capital y las 
ganancias que le correspondían 
 En los ejemplos anteriores podemos hablar de un denominador común: muestran la 
posibilidad para una de las partes de desligarse del vínculo contractual. 
 Es necesario señalar que éste derecho no puede ser ejercido abusando del mismo, ni 
tampoco con la intención de causar daño puesto que se arriesga a quedar expuesto al 
eventual pago de indemnización de perjuicios, es el abuso del derecho entonces el que, se 
presenta como un límite a la facultad discrecional de las partes de terminar anticipadamente 
el vínculo contractual. 
2. El Contrato 
Analicemos  la segunda fuente de terminación unilateral: el contrato. 
Existe una predominante tendencia en derecho comparado donde la terminación unilateral 
tiene un importante ámbito de aplicación donde se le concede  a una de las partes poner fin 
a un contrato desprovisto de utilidad donde se produjo un incumplimiento grave por parte 
del otro contratante lo que le permitiría poder celebrar un nuevo contrato con un tercero 
de modo tal que, pueda cumplir el objetivo económico deseado y como una consecuencia 
positiva al admitir esta posibilidad se da que se descongestiona el sistema administrativo de 
justicia.  
Si la terminación unilateral encuentra su fuente en el contrato, descansa en uno de los 
principios básicos y fundamentales del derecho civil, la autonomía de la voluntad, 
expresada mediante cláusulas lo suficientemente claras, no debería generar mayor 
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inconveniente, sin embargo si ejercicio resultara desproporcionado, contrario a la buena fe, 
o con la intención de producir daño, debería ser juzgada en sede judicial. 
“Mencionar la buena fe es evocar la idea de rectitud, de corrección, de lealtad. En sede no jurídica, la 
expresión buena fe designa una persuasión subjetiva interna (de carácter ético) de estar actuando o haber 
actuado correctamente. Proyectada al terreno del derecho civil, la buena fe asume dos direcciones. La 
primera, la buena fe subjetiva, conserva aquella fisonomía psicológica. La segunda, la buena fe objetiva, que 
es la que mayormente interesa en materia de contratos, la pierde”23 
En virtud de este principio general del derecho los contratantes deben salvaguardar los 
intereses de la utilidad de la otra parte negocial, deben actuar en consideración del otro, de 
lo que se sigue que la buena fe es una norma de conducta que impone a las partes 
salvaguardar razonablemente la expectativa legítima de la contraparte. Será este principio el 
que servirá para ejercer el control ante la terminación unilateral si se admite que pueda 
romperse el vínculo extrajudicialmente. 
Lo que resulta más obvio sería buscar la solución más favorable al acreedor, dejando a su 
arbitrio la elección respecto a la sanción  que prefiere frente al incumplimiento de la otra 
parte. 
Existen dos opiniones mayoritarias frente a las opciones que debería otorgar el 
ordenamiento jurídico ante un incumplimiento contractual. La primera adhiere a privilegiar 
la supuesta voluntad de las partes, el principio de la autonomía de la voluntad, la que 
utilizaremos para efectos de este estudio como “Tesis voluntarista, según la cual el 
legislador le asigna el querer resolver el contrato en caso de incumplimiento al entender 
incorporada al contrato la condición resolutoria tácita. 
La segunda, “tesis solidarista” del derecho contractual, explica la cláusula resolutoria en 
virtud de la fuerza obligatoria del contrato, desde el punto de vista del juez, plantea que 
debe instaurar una apreciación privilegiando la opción de la ejecución forzada del contrato., 
argumento a favor de esta hipótesis se configura cuando el legislador permite  que el 
deudor pueda cumplir con su obligación durante toda a instancia,  interpretando esta 
tendencia la resolución unilateral sería una sanción peligrosa e individualista, que contraría 
tanto  a la filosofía humanista de nuestro código civil como a la fuerza obligatoria del 
contrato, como ya lo analizamos extensamente en el capítulo anterior. 
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López Santa María, Jorge;”Los Contratos” Parte General Tomo II, Editorial Jurídica de Chile, cuarta 
edición, Santiago de Chile, 2005, Pág. 397. 
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El artículo 1489 ya analizado, contempla la llamada condición resolutoria tácita, la cual 
requiere resolución judicial que la declare. 
Aunque el ordenamiento jurídico la incorpora de forma tácita, las partes, en virtud del 
principio de la autonomía de la voluntad pueden decidir expresar dicha cláusula, que 
doctrinariamente se conoce como pacto comisorio el que puede ser de dos tipos; pero ¿qué 
beneficio puede conllevar expresar una cláusula que ya se entiende incorporada en el 
contrato? 
El artículo 1877 del código civil chileno establece el pacto comisorio y señala “Por el pacto 
comisorio se estipula expresamente que, no pagándose el precio al tiempo convenido, se 
resolverá el contrato de venta. Entiéndase siempre esta estipulación en el contrato de venta; 
y cuando se expresa, toma el nombre de pacto comisorio…” 
La distinción entre pacto comisorio simple y calificado radica en que, en el caso del 
primero sólo estamos hablando de la condición resolutoria expresa, mientras que  el 
segundo tiene una especial particularidad y es que puede producir la resolución de pleno 
derecho o ipso facto una vez que el incumplimiento se produzca. En otras palabras los 
efectos del simple son iguales a los de la resolutoria tácita, es decir, otorga el derecho 
alternativo al que nos referimos anteriormente y la respectiva indemnización de perjuicio a 
solicitud del sujeto activo. 
Al estudiar las cláusulas resolutorias, específicamente la expresa o pacto comisorio, se 
entenderán desde el punto de vista de una sanción al incumplimiento contractual, porque el 
efecto esencial del pacto es resolver el contrato de pleno derecho una vez verificado el 
incumplimiento. 
Además se consagra en el artículo 1879 una norma especial para el pacto comisorio en la 
compra venta y específicamente con la obligación de pagar el precio, el legislador altera la 
voluntad pactada en el contrato, donde impide el efecto resolutorio de pleno derecho, pues 
exige que el vendedor demande la resolución “ Si se estipula que por no pagarse el precio al 
tiempo convenido, se resuelva ipso facto el contrato de venta, el comprador podrá, sin 
embargo, hacerlo subsistir, pagando el precio, lo más tarde, en las veinticuatro horas 
subsiguientes a la notificación de la demanda” , la pregunta que cabe hacerse es si el efecto 
querido por la resolución es ipso facto o de pleno derecho, por qué el legislador exige que 
se realice la respectiva demanda de resolución.  
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La fuerza obligatoria constituye uno de los cimientos más importantes del derecho 
contractual, sobre este principio descansa la opinión de quienes estiman que de la lectura 
del artículo 1489 y del 1545 se debe rechazar la admisión de la resolución unilateral, además 
de argumentar que los contratos son para ejecutarse, y que la ejecución forzada debiese ser 
la primera solución preponderante ante un incumplimiento contractual. 
La obligatoriedad del contrato se traduce en su intangibilidad. Vale decir que el contrato 
válidamente celebrado no puede ser tocado o modificado ni por el legislador ni por el juez. 
Estos, al igual que las partes, deben atenerse a la palabra dada, respetando fielmente las 
estipulaciones convenidas por los contratantes. 
Una incorrecta interpretación de la fuerza obligatoria del contrato ha explicado en forma 
restringida las sanciones al incumplimiento contractual distintas  a la ejecución forzada del 
contrato. Si se entiende que el artículo 1545, el cual establece la fuerza obligatoria del 
contrato, según la creencia de que todo cumplimiento es un bien y toda inejecución es un 
mal, nos referimos a parte de la doctrina que entiende de forma restringida las sanciones 
establecidas ante el incumplimiento, que por lo demás argumentan que de la lectura del 
artículo 1489 y 1545 se sigue  que la ejecución forzada debiese primar por sobre la 
resolución del contrato porque los contratos existen para ejecutarse y no para deshacerse, 
ésta lectura confunde la fuerza obligatoria con una de sus posibles sanciones: el 
cumplimiento forzado. 
Se produce una antinomia entre la fuerza obligatoria del contrato y la resolución, la que 
podría desaparecer con la apreciación  judicial de las condiciones objetivas para declarar 
resuelto el contrato. 
En un sistema donde a resolución-terminación debe ser declarado por el juez, y mientras 
no exista sentencia condenatoria, el contrato subsiste. En nuestro país por regla general 
(existen ciertas excepciones que ya nombramos brevemente) a ninguna de las partes se le 
permite terminar el contrato de forma unilateral por muy grave o esencial que fuere el 
incumplimiento de la otra parte, es decir, la parte afectada sólo tiene como posibilidad 
accionar en contra del deudor de forma judicial cuando no escoge la ejecución forzada del 
contrato, con todas las consecuencias que esta decisión conlleva pues la ley lo faculta para 
iniciar un proceso judicial para que el juez declare el incumplimiento y así lo libere de seguir 
cumpliendo sus obligaciones, o interponer la excepción de contrato no cumplido. Es 
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evidente que las opciones que tiene el acreedor no son las más óptimas, y la liberación 
completa del vínculo contractual sólo la lograría a través de una sentencia judicial. 
Carácter judicial de la resolución 
Suele decirse que la resolución es la expresión de la autoridad: el juez o el árbitro, como lo 
señala el artículo 1489, donde el acreedor puede ejercer la opción entre el cumplimiento 
forzado o la demanda de resolución por incumplimiento y ambas con indemnización de 
perjuicios. Esta intervención judicial se justifica en la necesidad de controlar la aplicación 
de una sanción radical para el contrato, podemos preguntarnos desde esta perspectiva si es 
realmente necesaria la intervención judicial para que la resolución produzca sus efectos, ¿ 
Por qué no podrían verificarse si concurren las condiciones de incumplimiento en un 
control a posteriori realizado por el mismo juez? ¿Se afectaría la estabilidad contractual al 
aceptar la facultad del acreedor para poner término al contrato cumpliendo con las 
condiciones de la resolución? 
“Así, la acción resolutoria surge cuando la resolución no se produce de pleno derecho; es decir, cuando es 
necesario pedirla y que sea decretada. Y ello ocurre: en la condición tácita del art. 1489; en el pacto 
comisorio simple; en el pacto comisorio calificado en la compraventa por incumplimiento de la obligación de 
pagar el precio.”24 
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Peñailillo Arévalo, Daniel; “Obligaciones Teoría general y clasificaciones, la resolución por 
incumplimiento”, Editorial jurídica de Chile, Santiago, 2011, Pág.434. 
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 Ejercicio de la facultad de terminación unilateral por incumplimiento. 
 
 La institución de la resolución por incumplimiento es una de aquellas que más desarrollo 
doctrinario y jurisprudencia ha tenido en los últimos años. Como hemos señalado, una de 
las mayores sanciones al incumplimiento contractual lo constituye la resolución. El 
marcado carácter judicial de la misma, y la tendencia jurisprudencial a la preeminencia del 
cumplimiento forzado  frente a la inejecución, permiten concluir que más que un remedio 
para el acreedor constituye una carga para el mismo, toda vez que, sumado a que no 
satisfizo su interés legítimo que esperaba estuviese dado por la celebración del contrato, 
debe demandar la resolución asumiendo los costos que aquello significa, aún más , aunque 
la condición resolutoria tácita y el pacto comisorio calificado le dan la opción de resolución 
o decidir la ejecución forzada, el legislador le permite al deudor enervar igualmente la 
acción en el caso de la condición resolutoria tácita durante todo el transcurso del juicio, y 
en el caso del pacto comisorio calificado veinticuatro horas subsiguientes de notificada la 
demanda para el caso del no pago del precio en la compraventa. 
Existen algunas sentencias en nuestro país que han entendido la resolución por 
incumplimiento como un remedio contractual en torno a la idea de reciprocidad e 
interdependencia del contrato bilateral, que como tal debe ser juzgada a la luz del equilibrio 
económico del contrato, es el caso de una sentencia de resolución de contrato e 
indemnización de perjuicios de fecha 25 de marzo del 2009 emitida por la Corte Suprema: 
Empresa de seguridad Vialher Chile Limitada y el Servicio de Salud Talcahuano celebraron 
un convenio de protección y vigilancia de las dependencias del Servicio de Salud en 1999. 
El plazo era de un año y se prorrogaría de forma automática por períodos iguales y 
sucesivos, salvo aviso de contrario con una anticipación mínima de treinta días al respectivo 
vencimiento; pero el 18 diciembre del año 2000, el Servicio de Salud referido decide poner 
término al contrato a contar del 21 de ese mismo mes y año. Las razones que esgrimió el 
Servicio de salud para sustentar el término unilateral fueron diversos atrasos en el pago de 
cotizaciones de los dos últimos meses  y además el día 15 de ese mismo mes no se habría 
efectuado la supervisión personal en terreno, a lo que la empresa que prestaba el servicio se 
encontraba expresamente obligada, por lo que la empresa habría incumplido sus 
obligaciones.  
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La empresa de seguridad dadas las circunstancias decidió interponer una demanda de 
resolución del contrato de seguridad entre las partes, solicitando además una indemnización 
de perjuicios por un monto equivalente a la diferencia no pagada del mes de diciembre del 
año 2000. Los jueces del fondo estimaron que la empresa de seguridad incurrió en el 
incumplimiento que le imputó el servicio de salud  y que dicha infracción contractual 
autorizaba a la demandada para pedir la resolución. Pero razona respecto del pacto 
comisorio calificado sobre la base de que la convención estipulada por las partes no tenía la 
virtualidad de operar ipso facto, por lo que la demandada habría incurrido en un 
incumplimiento al poner de forma imprevista e ilegal el término de la relación contractual. 
Nuestro máximo tribunal estableció lo siguiente “quees evidente que las obligaciones principales 
que emanaban de la convención celebrada por las partes de este juicio eran, para la demandante, prestar 
servicios de vigilancia y protección de dependencias de la Dirección del Servicio de Salud de Talcahuano, y 
para la demandada, pagar el correspondiente por dichos servicios, de manera tal que la obligación invocada 
por ésta última para procurar justificar la resolución-consistente en la falta de supervisión en terreno el día 
15 de diciembre de 2000- no reviste la naturaleza de aquellas que permiten tal resolución y, por ende, no 
vulneran los sentenciadores el artículo 1489 citado a declararlo así”25. 
Veremos si es posible instaurar en el sistema chileno la ruptura unilateral  del contrato dada 
las razones expuestas y analizadas los remedios existentes actualmente en el mismo, y 
además porque existe consenso que el desarrollo cultural y económico de la sociedad, exige 
otorgar agilidad en los negocios celebrados y a dar soluciones rápidas y prácticas ante un 
incumplimiento contractual. 
La aceptación de la terminación unilateral que se propone, entendida ésta como la facultad 
que se le otorga a cualquiera de las partes en un contrato sinalagmático en curso de 
ejecución de poner término al contrato, dejando atrás el carácter judicial de la resolución, 
dando paso a admitir la ruptura unilateral, sin una cláusula resolutoria pactado por las 
partes, como solución principal frente a un incumplimiento contractual por ineficacias 
extrínsecas. Partimos del supuesto de que se trata de un contrato bilateral, sinalagmático y 
en curso de ejecución celebrado válidamente cumpliendo todos los requisitos de validez 
según el artículo 1445 de nuestro código civil, pero que por circunstancias posteriores a su 
celebración, se torna ineficaz, careciendo de obligatoriedad. Es así como el código utiliza la 
palabra resolución refiriéndose a una ineficacia contractual que podemos verificar con la 
condición resolutoria cumplida en las distintas formas que ella toma. Cabe señalar que esta 
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Sentencia de la Corte Suprema, dictada el 25 de marzo de 2009, en LegalPublishing N° 39872  
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idea no es del todo ajena en el código civil, que por diversos motivos en casos que 
nombramos brevemente antes, permite la ruptura unilateral en algunos contratos. 
Al analizar la condición resolutoria tácita y al constatar que en este caso el acreedor tiene el 
derecho alternativo de ejercer una de las opciones que le otorga dicho artículo, pedir la 
ejecución forzada de la obligación o demandar la resolución, a partir de este derecho que se 
le da al acreedor diligente se concluye el carácter judicial a la resolución. Como no opera de 
pleno derecho, y queda a voluntad del acreedor en principio, porque dependerá del juez en 
definitiva si resuelve el contrato en la sentencia judicial. La idea tradicional como hemos 
venido mencionando es enfatizar el carácter judicial de la resolución, esgrimiendo como 
principal argumento la fuerza obligatoria del contrato establecida en el artículo 1545. ¿Cuál 
es la justificación del carácter judicial que se le da al artículo 1489? Sólo se justifica en la 
medida que tenga como límite un eventual abuso del derecho por parte del acreedor, para 
mitigar una decisión tan radical como lo es la resolución controlando que se cumplan los 
presupuestos para hacerla procedente por parte del acreedor afectado. 
Lo que proponemos es invertir la carga de accionar solicitando la resolución, es decir, 
permitir al acreedor que pueda declarar resuelto el contrato por su voluntad unilateral sin 
alterar el carácter judicial que le da a la resolución el artículo 1489. Al producirse el 
incumplimiento, la situación pone al acreedor en una situación de insatisfacción, lo que 
debiera tender de forma lógica es a que el ordenamiento jurídico proteja de forma efectiva 
los intereses del diligente acreedor. Lo que puede argumentarse sería un atentado en contra 
de la fuerza obligatoria del contrato, tiene como contrapartida que la aceptación de la 
ruptura unilateral es la preeminencia del principio de la buena fe contractual. 
Respecto a las condiciones que deben darse en caso de admitirse esta postura: la gravedad 
del incumplimiento, es decir, que realmente justifique la resolución del contrato tomando 
en cuenta los criterios antes nombrados: el carácter de esencial o accesoria la obligación que 
se incumple o al interés del acreedor en cuanto al beneficio que da a este la permanencia 
del contrato, no obstante el juez no tenga la facultad según el mismo artículo de apreciar la 
condiciones procedente ni establecer si el incumplimiento es grave, así lo ha demostrado la 
jurisprudencia en base al principio de la buena fe y la equidad ejerciendo un control ante un 
posible abuso del derecho por parte del acreedor. 
Establecer las condiciones de procedencia resulta clave para admitir la ruptura unilateral 
que se propone. 
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Una primera condición en la gravedad del incumplimiento. En este ámbito se estima que 
debe cumplir con la misma condición que es necesaria para la resolución como lo ha 
señalado la doctrina y la jurisprudencia, lo que se necesita en este caso es que el 
incumplimiento sea capaz de justificar el término de la relación contractual con criterios 
objetivos como los que ya analizamos, en consecuencia no sería admisible que un 
incumplimiento ínfimo pueda fundamentar y dar sustento a que procesa la resolución 
unilateral ni tampoco judicial. 
Existe una serie de sentencias que limitan la procedencia sólo a ciertos incumplimientos 
como es el caso de la sentencia de la Corte Suprema de fecha 13 de enero de 1920 declara “ 
que no infringe ninguna disposición legal la sentencia que declara resuelto el contrato por no haberse 
cumplido la estipulación del contrato. Las disposiciones de los artículos 1489 y 1824, agrega el 
sentenciador, no establecen distinción entre inobservancia total o parcial”. En el mismo sentido se 
pronuncia la sentencia de la Corte Suprema de fecha  24 de julio de 2007 “Declarando que la 
ley impone al juez la apreciación de si tal incumplimiento es o no lo suficientemente grave como para 
justificar la destrucción del contrato”26 
Debería ser el criterio principal utilizado por el juez, para admitir la procedencia de la 
resolución en el caso concreto, el de la repercusión que tiene el incumplimiento en el 
acreedor diligente o el impacto que produce sobre la finalidad económica que llevó a 
contratar a ambas partes. 
 
Una segunda condición es definir el procedimiento para que su admisibilidad en el sistema 
legal sea eficaz. Admitir la propuesta de la ruptura unilateral significaría dejar al deudor 
indefenso ante un abuso del derecho que podría cometer el acreedor, por lo que sería 
necesario como condición habilitante exigir que el acreedor notifique al deudor la decisión 
de poner término al contrato, no siendo necesario de que sea un medio formal. Bastaría 
cualquier medio. 
Una tercera condición que se establece, es la necesidad de otorgar un plazo, ya no como los 
que establecen nuestras cláusulas resolutorias actuales, que permiten enervar la acción 
durante el juicio o las veinticuatro horas siguientes a la notificación de la demanda en el 
caso específico del pacto comisorio calificado, sino para que ambas partes puedan 
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Sentencia de la Corte Suprema, dictada el 24 de julio de 2007, Legalpublishing N° 39.693 
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organizar las consecuencias de la ruptura del contrato, para que ello no signifique un daño 
innecesario. El acreedor además debe motivar la decisión de la resolución. 
Cumpliendo con las condiciones anteriormente señaladas, el acreedor estaría facultado para 
resolver el contrato unilateralmente, por su cuenta y riesgo, no debiera juzgarse al acreedor 
por esta decisión ni considerarse culpable, sino que debiera entenderse según el 
razonamiento que se ha estado utilizando durante todo el trabajo, el acreedor está 
ejerciendo un derecho y una opción que el mismo ordenamiento jurídico le ofrece. Al 
decidir podría evitar perjuicios, pero al mismo tiempo, establecer relaciones contractuales 
con terceros para satisfacer su interés. 
En el mismo razonamiento la buena fe sería una condición para aceptar la procedencia de 
la resolución unilateral. 
Respecto de las condiciones necesarias es preciso señalar que pudiendo significar un abuso 
para el deudor, se exija que notifique su voluntad de no perseverar en el contrato, 
estableciendo claramente cómo se producirá para evitar ciertas situaciones o problemas que 
le puedan afectar al deudor incumplidor, pero recalcamos que la notificación no será en 
este caso judicial, sino un mero acto recepticio en que se informe al deudor la voluntad del 
acreedor de no perseverar en el contrato. Esto implicaría disminuir las externalidades 
negativas que implica para el acreedor demandar una resolución. Situémonos en el supuesto 
de que el acreedor no quiere perseverar en el contrato, el deudor incumplió, no obtuvo las 
ganancias que tenía como expectativa legitima, y ha perdido la confianza en la otra parte, 
por lo que la única opción posible es revolver el contrato y así quedar en condiciones de 
satisfacer su legítimo interés en el mercado, celebrando otro contrato con una parte 
distinta. Asume el incumplimiento, pero además la ley lo obliga a demandar la resolución 
ante el tribunal para que su decisión pueda surtir efectos. 
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Control judicial a posteriori. 
El ejercicio de la facultad del acreedor que se propone será eventual y a posteriori. En el 
caso de que el acreedor efectivamente decida resolver el contrato, será el deudor quién 
deberá decidir si está conforme con esa decisión o por el contrario, estima que no se han 
cumplido las condiciones que haría procedente la resolución del contrato. El contrato se 
resolvió por cuenta y riesgo del acreedor, quien estimó que era la mejor opción que tenía 
para de alguna forma, satisfacer el interés legítimo que tenía en el negocio de la mejor 
forma que le parecía dadas las nuevas condiciones después del incumplimiento. 
Si el deudor no está conforme, entonces podrá demandar al acreedor, por lo tanto la 
verificación que hará el juez de las condiciones objetivas que facultaron al acreedor según 
su propio criterio serán a posteriori de la decisión que tomó este último de resolver el 
contrato. 
El criterio que se propone para admitir la eficacia de la resolución unilateral radica en 
establecer caso a caso si el juez habría verificado igualmente dicha sanción por 
encontrarnos frente a un incumplimiento lo suficientemente grave para resolver el 
contrato. La resolución procede en todos aquellos casos en que sin existir una cláusula 
resolutoria expresa la resolución se habría pronunciado de manera inmediata. 
El acreedor pondrá fin al contrato con su propia voluntad. Podrá sufrir una sanción por 
haber ejercido esa facultad sin cumplir las condiciones. La principal consecuencia de la 
resolución unilateral consiste en evitar que los perjuicios se agraven por el incumplimiento 
y el mantenimiento del vínculo contractual. 
 
 
 
 
 
 
 
38 
 
                                                          Capítulo V 
 La Convención de Viena sobre compraventa de mercaderías y breve paralelo 
jurisprudencial en Chile. 
 
La convención de Viena sobre compraventa de mercaderías y el JusComunne europeo son 
dos claros ejemplos en el derecho comparado que tratan sobre la legislación comercial 
internacional donde se reconoce la ruptura unilateral del contrato. 
La convención de las  naciones unidas sobre los contratos de compraventa internacional de 
mercaderías  fue celebrada el 1º de abril del año 1980, en la sección III “Derechos y 
acciones en caso de incumplimiento del contrato por el comprador”  en su artículo 64 
inciso 1 establece que “El vendedor podrá declarar resuelto el contrato: a) Si el incumplimiento por el 
comprador de cualquiera delas obligaciones que le incumban conforme al contrato o a la presente convención 
constituye un incumplimiento esencial del contrato”, de esto se desprende que un incumplimiento 
esencial autoriza al vendedor a poner término al contrato. 
La misma convención señala en el mismo artículo letra b) “El vendedor podrá declarar 
resuelto el contrato: si el comprador no cumple su obligación de pagar el precio…”. En 
este nuevo derecho la resolución procede cuando el deudor incurre en un incumplimiento 
esencial del contrato, categoría que comprende diversas hipótesis, y una de ellas, la m{as 
importante, tiene relación con el incumplimiento que priva sustancialmente al acreedor de 
aquello a lo que tenía derecho a esperar en virtud del contrato, siempre y cuando tal 
resultado hubiese sido previsible al momento de su celebración 
No cabe duda  que la legislación comercial internacional antes citada, admite y reconoce la 
ruptura unilateral del contrato constituyendo el fiel reflejo de la aplicación que tiene esta 
ineficacia jurídica en el derecho comercial internacional. 
Por su parte el Instituto Internacional para la Unificación del derecho privado “Unidroit”, 
en la sección III del texto, consagra la “Resolución” en su artículo 7.3.1 facultando a una de 
las partes a resolver el contrato si la falta de cumplimiento de una de las partes a resolver el 
contrato si la falta de cumplimiento de una de las partes constituye un incumplimiento 
esencial, y para determinar ello se tendrá en cuenta en particular si: el incumplimiento priva 
sustancialmente a la parte perjudicada de o que tenía derecho a esperar en virtud del 
contrato, a menos que la otra parte no hubiera previsto ni podido prever razonablemente 
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ese resultado; cuando la ejecución estricta de la prestación insatisfecha era esencial según el 
contrato; cuando el incumplimiento fue intencional o temerario; pero además en el caso de 
que el incumplimiento de a la parte perjudicada razones para desconfiar que la otra 
cumplirá en el futuro. 
 La misma convención define: “El incumplimiento consiste en la falta de ejecución por una 
parte de alguna de sus obligaciones contractuales, incluyendo el cumplimiento defectuoso, 
o el cumplimiento tardío” y consagra en el artículo 7.3.2 consagra 1. “El Derecho de una 
parte a resolver el contrato se ejercita mediante la notificación a la otra parte”. Este 
requisito de notificación permitirá a la parte incumplidora evitar pérdidas originadas por la 
incertidumbre de si la parte perjudicada aceptará el cumplimiento. 
A mayor abundamiento, el artículo 7.3.3 se refiere al Incumplimiento anticipado, “Si antes 
de la fecha de cumplimiento una de las partes fuere patente que una de las partes incurrirá 
en un incumplimiento esencial, la otra parte puede resolver el contrato”. El artículo 
anterior establece el principio de que el incumplimiento que ha de ser esperado se equipara 
al incumplimiento que tuvo lugar en que se debía la prestación, además un requisito que 
debe quedar claro es que el incumplimiento debe existir; una sospecha aún bien fundada, 
no será suficiente. 
Entonces, en  el nuevo derecho de la contratación el supuesto de hecho de la resolución es 
el incumplimiento esencial y la infracción contractual asume el carácter de esencial por tres 
motivos diversos: primero porque las partes así lo quisieron previendo expresamente la 
resolución para un determinado incumplimiento, segundo porque el incumplimiento 
lesiona sustancialmente la finalidad del acreedor, en la medida que ese resultado hubiere 
sido previsible para el deudor al contratar, y en tercer lugar, porque producido el 
incumplimiento el acreedor no tiene razones para confiar en el futuro cumplimiento o 
subsanación por parte de su respectivo deudor, sin que sea razonable forzarlo a conservar 
el negocio. 
En base a estos supuestos en nuestro derecho existe una reciente sentencia de la Corte 
Suprema con fecha 19 de mayo de 2008, que expresa que es una obligación esencial, 
emanada del contrato de arrendamiento, la entrega al arrendatario de la cosa en estado de 
servir a la finalidad para la que fue arrendada (insertar). En este caso las partes dejaron 
expresa constancia en la cláusula cuarta del contrato, que la propiedad arrendada deberá 
destinarse exclusivamente a oficinas de importación, exportación ,distribución, compra y 
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venta de artículos nacionales e importados, quedando prohibido darle otro destino sin 
autorización escrita del arrendador. El tribunal de primera instancia precisó que esa 
finalidad que el arrendatario daría al predio por ser conocida y aceptada por ambos 
contratantes, se elevó a categoría esencial del contrato. Se concluye entonces, que interesa 
la finalidad del acreedor, para efectos de la resolución en la medida que se encuentre 
incorporada en el contrato, y, consiguientemente que el impacto del incumplimiento de 
dicha finalidad haya sido previsible para el deudor al mismo tiempo de contratar. 
La sentencia citada es un claro ejemplo del razonamiento utilizado por nuestros tribunales, 
han exigido para la procedencia de la resolución un incumplimiento que sea lo 
suficientemente grave y ello ocurrirá en tres supuestos: cuando se vea afectado el propósito 
práctico del acreedor  que le motivó celebrar el contrato; en el caso de que el 
incumplimiento sea doloso o deliberado, y cuando las partes así lo hubieren estipulado 
específica y claramente. 
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                                                          Conclusiones 
 
La resolución constituye uno de los remedios de que dispone el acreedor y su objeto 
consiste en permitirle satisfacer su interés a pesar del incumplimiento. Por regla general, el 
acreedor resuelve el contrato para obtener tal satisfacción ya no del deudor, sino del 
mercado mediante una operación de reemplazo.  
El acreedor es titular de un derecho potestativo de ejercicio judicial, de modo que una vez 
que demanda la resolución, se entiende que ha optado por destruir el contrato, derecho 
consagrado en la condición resolutoria tácita que va envuelta en todo contrato bilateral, 
correspondiente a un elemento de la naturaleza del contrato. Por otro lado el pacto 
comisorio constituye una sanción más al incumplimiento contractual fruto del acuerdo de 
las partes, por lo tanto se debería evitar que se entienda sólo como una función 
conminatoria. En relación al mismo la norma del artículo 1879 tiene un carácter 
excepcional, y queda restringida a la obligación de pagar el precio en el contrato de 
compraventa. Siendo posible el pacto comisorio en otros contratos debe privilegiarse el 
efecto resolutorio, dado que las sanción escogida por las partes fue esa. 
Además debe ponerse especial énfasis en la forma en que se redactan las cláusulas relativas 
al pacto comisorio calificado, optando por la resolución automática o con notificación de la 
voluntad al acreedor. 
Una de las conclusiones más importantes es que la intervención judicial en el pacto 
comisorio calificado debiera ser restrictiva. El juez debe quedar impedido de llevar a cabo 
un control de oportunidad, su función solo debiese limitarse en caso de que exista un 
reclamo judicial a un control de regularidad de las condiciones. 
Las cláusulas resolutorias permiten dar certeza en cuanto al hecho de que determinados 
supuestos darán lugar a la resolución, no obstante la calificación doctrinal en cuanto a ser o 
no un incumplimiento de tal gravedad que amerite resolver el contrato, por lo tanto, con lo 
ya expuesto debiera ser que el sólo hecho de ser considerado por partes, de manera 
concreta y específica, como inejecución que autoriza la resolución, permitiría calificarlo de 
esencial.  
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Si entendemos las cláusulas ya nombradas como un remedio que tiene el acreedor frente a 
un incumplimiento contractual en un contrato bilateral, y su finalidad es la satisfacción y 
logro de los intereses que perseguía el acreedor al contratar, deberíamos concluir que ante 
la inejecución del deudor, el contratante diligente podrá optar entre exigir el cumplimiento 
de las obligaciones derivadas del contrato o desligarse del mismo, ya sea a través de los 
pactos que hayan acordado, si se presentan los supuestos para que los mismos operan; sea a 
través de la facultad resolutoria general contenida en el artículo 1489, sea por alguna 
estipulación realizada por las partes en el contrato. 
En cuanto al incumplimiento que autoriza la resolución es el esencial, y se entenderá como 
tal cuando priva sustancialmente  al acreedor de lo que tenía derecho a esperar en virtud del 
contrato en el caso de que ese resultado fuese previsible por el deudor. Además en el caso 
en que las partes estipularon claramente qué corresponde a esencial dentro del contenido 
del contrato, y en el caso en que el acreedor pierde la confianza en el deudor de que pueda 
cumplir en el futuro, pues ya no tendría motivos para hacerlo. 
La proposición de ampliar el espectro de remedios ante un incumplimiento contractual, se 
sustentaría básicamente en las ventajas que podría generar su admisibilidad. 
En el caso de que se admita, el acreedor no deberá interponer acción judicial alguna, 
bastará entonces, que asuma por su cuenta y riesgo la calificación del incumplimiento 
resolutorio, procediendo a su notificación para estar en condiciones de desentenderse del 
contrato. La facultad de romper unilateralmente el contrato permitiría al acreedor 
defraudado, evitar el inicio de un juicio largo y además costoso. 
Podría además buscar otro contratante que le permita la ejecución de las obligaciones 
insatisfechas dejando al tercero en condiciones de buena fe, no exponiéndolo a una acción 
como tercero cómplice en el incumplimiento de obligaciones contractuales. Sobre todo esa 
última ventaja adquiere relevancia cuando nos encontramos por ejemplo, frente a una 
ejecución de obras en que participan múltiples contratantes. Lo que generaría la propuesta 
tal como lo analizamos anteriormente, es trasladar la carga procesal de iniciar el juicio al 
deudor, favoreciendo al acreedor. 
No correspondería entender las cláusulas resolutorias como una situación que justifique 
buscar todos los medios para que el contrato se ejecute, no resulta lógico si se pretende 
proteger los legítimos intereses del diligente acreedor. 
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Si nos ponemos en la situación de que efectivamente el acreedor rompió el contrato 
unilateralmente, y en el evento de que el deudor estime improcedente el actual del 
contratante que rompió el contrato extrajudicialmente, el juez deberá acceder a la demanda 
del deudor.  
En definitiva la resolución unilateral del contrato encuentra aplicación práctica cuando el 
acreedor pretende deshacerse de su contratante sin buscar una indemnización de perjuicios. 
Al evitar el agravamiento del daño por la contratación de un tercero para la ejecución de las 
obligaciones se beneficia también el deudor. Al mismo tiempo, desde la resolución y con 
independencia de la acción judicial, el acreedor podrá destinar sus recursos hacia el destino 
que le parezca más valioso, disminuyendo el costo de valor de las restituciones. 
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